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Honorable Senado:








Es interés del Gobierno mantener y estimular los flujos de inversión extranjera hacia nuestro país. Este tipo de inversión se ha convertido en un elemento importante del proceso de desarrollo económico de Chile.





Desde hace ya varios años y particularmente a partir de 1985, la inversión extranjera ha ido creciendo con un ritmo excepcionalmente alto, el cual es difícil de encontrar en otras partes de América Latina y del mundo. Este fenómeno se explica especialmente por el exitoso desempeño de la economía chilena en el último tiempo, y por las ventajas y oportunidades de negocios que Chile presenta.





A partir de 1989 diversas circunstancias han hecho cambiar el escenario internacional que favoreció el auge de la inversión extranjera hacia Chile. Por una parte, está la apertura de las economías de Europa del Este, todas las cuales representan interesantes mercados hasta ahora prácticamente vedados para los inversionistas foráneos. Por otra, varios países de América Latina están tratando de salir de las dificultades económicas y políticas que los afectaron en la década pasada.





Estos hechos hacen prever que la competencia internacional por atraer capitales extranjeros se hará cada vez más difícil y que nuestro país deberá esforzarse para mantener los índices de inversión extranjera alcanzados.





Una condición básica para continuar atrayendo a los inversionistas es que Chile no pierda ventajas frente a otros países competidores. En este orden de ideas, el Gobierno ha reestructurado la postura de Chile respecto de tratados que tienen por propósito la protección de inversiones extranjeras entre los Estados signatarios. Se ha visto que estos instrumentos son suscritos habitualmente por un número creciente de países interesados en promover el crecimiento de las inversiones entre ellos. A título de ejemplo, Alemania tiene tratados suscritos con 68 países, entre los que cabe mencionar a Ecuador, Grecia, Indonesia, Corea, Portugal, Singapur, Tailandia, Turquía, Uruguay y Yugoeslavia. Algo similar podría decirse de Holanda, Francia e Italia con otros países.





En el caso de nuestro país, han manifestado su intención de celebrar y suscribir estos tratados con Chile, a lo menos los siguientes países: Holanda, Francia, Alemania, Suiza, España, Suecia, Bélgica, Canadá e Italia.





Los tratados de protección de inversiones tienen dos ventajas para el inversionista: primero, representan una condición para que operen los mecanismos de seguros públicos de inversión de sus respectivos países. Esto último permite al inversionista acceder a pólizas de seguro para su inversión a un costo menor que deberían afrontar normalmente. De este modo, la incorporación de Chile a este tipo de tratados permitiría mantener al país en una situación ventajosa para atraer inversión extranjera. En este aspecto Chile está concediendo actualmente una ventaja en favor de aquellos países que se han suscrito estos tratados.





Los tratados de protección de inversión extranjera incluyen como parte esencial un mecanismo de solución de conflictos, para el caso que surjan disputas entre el Estado en el que se recibe la inversión y el inversionista nacional del otro Estado. Este mecanismo es regularmente un procedimiento de arbitraje, el que puede ir o no precedido de un procedimiento de conciliación.





El arbitraje reviste usualmente una de dos formas: un arbitraje con un tribunal ad-hoc y un procedimiento convenido: mutuamente por las partes en cada caso, o bien, un arbitraje en conformidad con las reglas del Convenio sobre Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones entre Estados y Nacionales de otros Estado, del año 1965, en adelante "el Convenio".Este último permite disponer de listas de árbitros de entre los cuales las partes pueden designar el tribunal para su caso concreto, así como las reglas de procedimiento conocidas y preestablecidas. Para que los Estados partes en un tratado de protección de inversiones puedan pactar en él el arbitraje según el Convenio, es menester que ambos sean a su vez partes del Convenio.





El Gobierno ha decidido iniciar negociaciones con diversos países que han manifestado su interés por celebrar tratados de protección de inversiones, lo cual, requiere un pronunciamiento respecto del arbitraje, el que como se indicó constituye una parte esencial de esos tratados. Al respecto, se ha decidido que la alternativa más conveniente para los intereses de Chile es el arbitraje de acuerdo con las reglas del Convenio. Por esta razón y como un primer paso hacia la negociación de tratados sobre protección de inversiones, el Gobierno somete el referido Convenio a la aprobación por parte del Congreso Nacional como paso previo para su ratificación.





El Convenio fue adoptado el día 18 de marzo de 1965, y entró en vigencia internacional el 14 de octubre de 1966, luego de la vigésima ratificación. Al 21 de marzo de 1990 el Convenio habla sido ya suscrito por 99 Estados y ratificado por 92 de ellos. A vía de ejemplo, pueden señalarse, entre otros, los siguientes países: Austria, Costa Rica, Ecuador, Finlandia, Grecia, Indonesia, Irlanda, Japón, Corea, Marruecos, Portugal, Singapur, Tailandia, Túnez, Turquía y Yugoeslavia.





Para suscribir y ratificar el Convenio un Estado debe cumplir la condición de ser miembro del Banco Mundial o signatario del Estatuto de la Corte Internacional de Justicia, y haber sido invitado a suscribirlo por el Congreso Administrativo.





El Convenio creó el Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones, en adelante "el Centro.".. Este está formado por el Consejo Administrativo y por la Secretaria, goza de personalidad jurídica internacional, así como de inmunidades y privilegios, y su sede se encuentra en Washington D.C..





El Consejo Administrativo está integrado por un representante de cada Estado Contratante y lo preside el Presidente del Banco. Su función principal consiste en adoptar las normas que regularán las actuaciones relativas a la conciliación y el arbitraje. El Secretariado funciona bajo la dirección del Secretario General, elegido por el Consejo, quien además de las funciones administrativas es el representante legal del Centro.





El Centro en si mismo, no se dedica a actividades de conciliación o arbitraje. Estas funciones corresponden a las Comisiones de Conciliación y a los Tribunales de Arbitraje, según se constituyan en cada caso en conformidad con el Convenio.





La jurisdicción del Centro se extiende a las diferencias de naturaleza jurídica entre un Estado Contratante ( o cualquiera subdivisión política u organismo político de un Estado) y el nacional de otro Estado Contratante, que surjan directamente de una inversión y que ambos convengan en someter, por escrito al Centro, ya sea para iniciar un procedimiento de conciliación o arbitraje. Este consentimiento dado por las Partes, no puede ser, retirado unilateralmente.





La incorporación de un Estado al Convenio, no implica desde ya su asentamiento en orden a someterse a los mecanismos de solución de controversias en él establecidos. Tampoco significa un reconocimiento automático a la jurisdicción del Centro. La incorporación simplemente convierte a un Estado en potencial usuario de los referidos mecanismos de solución y sólo así lo decide para cada caso en particular.





Además de la exigencia de consentimiento en los términos señalados, un Estado puede, al ratificar el Convenio, al aceptarlo o aprobarlo, o en cualquier momento ulterior, notificar al Centro la clase o clases de diferencias que aceptará someter o no a su jurisdicción. Esta disposición resulta muy importante ya que le permite a cada Estado flexibilizar su incorporación al Convenio.





En este aspecto y dado que el Convenio no define lo que se entiende por inversión, cada Estado podría establecer que sólo permitirá la aplicación de los mecanismos del Centro respecto de controversias relativas a inversiones que responden a un determinado concepto o contenido fijados por ese mismo Estado y efectuada conforme a los procedimientos generales preestablecidos en su ordenamiento jurídico.





También se pueden formular precisiones en torno a criterios de tiempo, como por ejemplo, reconocer jurisdicción al Centro sólo respecto de controversias relacionadas con inversiones realizadas luego de la incorporación de cada Estado al Convenio, o bien utilizando otros criterios de orden temporal que puedan considerarse convenientes.





En todo caso, debe destacarse que el hecho de que un Estado establezca, en conformidad a esta norma, que acepta la jurisdicción respecto de ciertas categorías de controversias no está implicando que desde ya otorgue, respecto de ellas, jurisdicción al Centro. Como ya se dijo, necesariamente se requerirá el consentimiento especifico en cada caso.





Un Estado Contratante podrá igualmente exigir como condición a su consentimiento al arbitraje conforme al Convenio, el agotamiento previo de sus vías administrativas y judiciales internas. En tal caso, si el particular extranjero ha obtenido una sentencia contraria a sus pretensiones, eso solo hecho no lo habilitaría para poner en marcha los mecanismos de conciliación o arbitraje previstos en el Convenio. En otras palabras no se trata de crear a través de los mecanismos del Convenio, y a favor del inversionista extranjero, una verdadera nueva instancia por la vía de una apelación frente a una sentencia interna que simplemente le cause agravios.





En lo que dice relación con el derecho aplicable en el caso de procederse al arbitraje de un caso, se establece que en conformidad a la facultad contenida en el artículo 42 del Convenio, y a falta de acuerdo entre las partes en la controversia el tribunal deberá aplicar el derecho del Estado Parte en ella, y aquellas normas de derecho internacional que pudieran ser aplicables.





No cabe duda que respecto de la inversión extranjera los países han ido cambiando sus percepciones y actitudes. De una visión ideologizada y prejuiciada respecto de ella, se ha ido pasando lenta pero inexorablemente a una visión programática y equilibrada que visualiza a la inversión extranjera como un instrumento útil al desarrollo económico del país receptor, siempre y cuando se enmarque en la legislación interna del Estado, y sirva a sus planes de desarrollo.





En este nuevo contexto internacional un mecanismo como el contenido en el Convenio que se analiza resulta aceptable en sus contenidos y conveniente por los resultados que a partir de él se pueden generar. Se trata de un mecanismo que concilia el interés de los países receptores en orden a acrecentar los flujos de inversión privada hacia sus economías, y la seguridad requerida por los proveedores de dichos recursos externos como condición de su aporte.





Por las razones antes expuestas, someto a vuestra consideración, para ser tratado en la actual Legislatura Extraordinaria de sesiones, el siguiente








P R O Y E C T O  D E  A C U E R D O:











"Artículo Unico. -Apruébase el "Convenio sobre Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones entre Estados y Nacionales de otros Estados", adoptado en Washington D.C. el 18 de marzo de 1965"








Dios guarde a V.E., 
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